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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL AMPARO INDIRECTO CONTRA EL ACUERDO QUE 

ADMITE PRUEBAS EN UN INCIDENTE DE NULIDAD DE EMBARGO INTERRUMPE EXCEPCIONALMENTE EL CÓMPUTO DEL 

PLAZO PARA QUE OPERE. 

 

Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil el demandado promovió incidente de nulidad de embargo y, posteriormente, 

interpuso recurso de revocación contra el acuerdo de admisión de pruebas, el cual se declaró improcedente. Contra esa 

determinación promovió amparo indirecto que fue desechado "por no constituir un acto de imposible reparación, al no 

afectar materialmente derechos sustantivos". Por otra parte, en el juicio de origen el Juez decretó la caducidad de la 

instancia. Consideró que la última resolución que había impulsado el procedimiento fue la emitida en relación con el 

recurso de revocación, y que el amparo indirecto no interrumpía el plazo para que operara dicha figura, lo que fue 

confirmado en segunda instancia. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la promoción del amparo indirecto contra el acuerdo 

de admisión de pruebas dentro de un incidente de nulidad de embargo en un juicio ejecutivo mercantil interrumpe 

excepcionalmente el cómputo del plazo para que opere la caducidad de la instancia, en términos del artículo 1076, fracción 

VI, del Código de Comercio. 

Justificación: Acorde con el referido precepto, debe considerarse que existen excepciones para que opere la caducidad de 

la instancia en materia mercantil. Entre otras, la relativa a los casos en que es necesario esperar una resolución de cuestión 

previa por el mismo Juez o por otras autoridades. Esto es, cuando la continuación del procedimiento debe esperar la 

respuesta a un planteamiento que deba resolverse de manera previa a la continuación del propio procedimiento, por 

ejemplo, ante la promoción del amparo indirecto contra un acto de especial trascendencia en aquél, como pudiera ser un 

acuerdo de admisión o desahogo de pruebas. Lo anterior, con independencia del resultado del juicio constitucional 

atendiendo a la naturaleza del acto reclamado en éste, pues no debe perderse de vista que al tratarse de cuestiones que 

deben resolverse de manera previa a la continuación del procedimiento es factible considerar que no opera la caducidad 

de la instancia. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN LOS 

MOCHIS, SINALOA. 

Amparo directo 380/2024 (cuaderno auxiliar 236/2025) del índice del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
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Los Mochis, Sinaloa. 15 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Esper Félix. Secretaria: Tatiana 

Alejandra Valdez González. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. ES APLICABLE AL JUICIO ESPECIAL DE RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAUDO 

ARBITRAL. 

 

Hechos: La parte actora en un juicio especial de reconocimiento y ejecución de laudo arbitral reclamó en amparo indirecto 

el proveído que decretó la caducidad de la instancia, porque transcurrió en exceso el plazo de ciento veinte días hábiles 

previsto en el artículo 1076 del Código de Comercio, sin impulso procesal de las partes. El Juzgado de Distrito negó la 

protección constitucional al estimar que dicha figura jurídica es aplicable al juicio especial de origen. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la figura de la caducidad de la instancia es aplicable al 

juicio especial de reconocimiento y ejecución de laudo arbitral, tramitado conforme a las reglas del juicio especial sobre 

transacciones comerciales y arbitraje. 

Justificación: El capítulo del Código de Comercio relativo al juicio especial sobre transacciones comerciales y arbitraje a 

que se refieren los artículos 1470 y 1471 del Código de Comercio, conforme al cual debe tramitarse el reconocimiento y 

ejecución de laudo arbitral, contiene un vacío legal o laguna legislativa en relación con la figura de la caducidad de la 

instancia. Tal laguna debe subsanarse con la aplicación de las reglas generales que establece el artículo 1076 del código 

citado para los juicios mercantiles en general. El capítulo especial no prohíbe expresamente esa sanción procesal; de ahí 

que sea aplicable para evitar un procedimiento perpetuo que además se rige bajo el principio dispositivo, conforme al 

cual la carga del impulso procesal corresponde a las partes a fin de garantizar los principios de seguridad y certeza jurídicas 

y de justicia pronta y expedita, contenidos en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Además, la figura de la caducidad de la instancia es compatible con el juicio especial de reconocimiento y 

ejecución de laudo arbitral, pues éste contempla la figura de la preclusión, al otorgar plazos a las partes para que 

desahoguen la carga procesal que les corresponde en cada una de sus etapas. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 280/2024. 15 de enero de 2025. Mayoría de votos. Disidente: Liliana Hernández Paniagua. Ponente: 

Araceli Trinidad Delgado. Secretario: Jesús Roberto Holguín Flores. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA CONTRA ACTUACIONES REGISTRALES DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA 

PROPIEDAD DEL ESTADO DE NAYARIT. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ESTATAL. 

 

Hechos: El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Nayarit desechó la demanda presentada por una persona 

moral al estimar que se actualizaba un motivo manifiesto e indudable de improcedencia en términos de los artículos 129, 

fracción III y 224, fracción I, de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit. Ello, porque 

como la actora señaló que una diversa persona moral aparece como titular de un gravamen real hipotecario respecto de 

un inmueble que originariamente se había constituido en su favor, se consideró que los actos impugnados son 

materialmente civiles, al disputarse derechos reales y su preferencia entre dos presuntos acreedores hipotecarios. En 

amparo directo la quejosa argumentó que no demandó esos derechos o la calidad de acreedor hipotecario preferente, 

sino actos administrativos del Registro Público de la Propiedad. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Nayarit es competente para conocer de la demanda contra actos del Registro Público de la Propiedad de dicha entidad 

federativa. 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que para fijar la competencia para 

conocer de un juicio debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad responsable. 

Si en la demanda se reclaman aspectos relacionados con la inscripción de una escritura pública en el Registro Público de 

la Propiedad, la competencia corresponde a un tribunal administrativo, ya que tanto las autoridades demandadas como 

los actos impugnados tienen esa naturaleza, al ser emitidos por una autoridad perteneciente a la administración pública 

en el ejercicio de sus obligaciones de otorgamiento de un servicio público, independientemente del origen que motivó la 

inscripción. Ello, porque la Dirección del Registro Público cuenta con personas registradoras que tienen entre sus 

facultades auxiliar en el ejercicio de la fe pública registral y realizar el proceso de inscripción correspondiente. De ahí que 

la naturaleza de los actos demandados sea administrativa, pues constituyen parte de sus facultades, las cuales están 

contenidas en el artículo 24 de la Ley del Registro Público del Estado de Nayarit. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN LOS 

MOCHIS, SINALOA. 

Amparo directo 88/2025 (cuaderno auxiliar 275/2025), del índice del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
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Los Mochis, Sinaloa. 15 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Esper Félix. Secretario: Miguel Ángel 

Regalado Núñez. 

Amparo directo 89/2025 (cuaderno auxiliar 276/2025), del índice del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 

Los Mochis, Sinaloa. 15 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Piña Lugo, secretario de tribunal 

autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Jorge 

Moreno Miramontes. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE NAYARIT. NO PROCEDE DESECHARLA 

CUANDO LOS ACTOS IMPUGNADOS Y LAS AUTORIDADES DEMANDADAS SON DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA, 

INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LOS ACTOS DE ORIGEN TENGAN CARÁCTER CIVIL. 

 

Hechos: El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Nayarit desechó la demanda presentada por una persona 

moral al estimar que se actualizaba un motivo manifiesto e indudable de improcedencia en términos de los artículos 129, 

fracción III y 224, fracción I, de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit. Ello, porque 

como la actora señaló que una diversa persona moral aparece como titular de un gravamen real hipotecario respecto de 

un inmueble que originariamente se había constituido en su favor, se consideró que los actos impugnados son 

materialmente civiles, al disputarse derechos reales y su preferencia entre dos presuntos acreedores hipotecarios. En 

amparo directo la quejosa argumentó que no demandó esos derechos o la calidad de acreedor hipotecario preferente, 

sino actos administrativos del Registro Público de la Propiedad. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que no procede que el Tribunal referido deseche la 

demanda cuando los actos impugnados y las autoridades demandadas son de naturaleza administrativa, 

independientemente de que el origen de los actos sea de carácter civil, al no constituir una causa manifiesta e indudable 

de improcedencia. 

Justificación: Un motivo manifiesto e indudable de improcedencia es el que está plenamente demostrado, toda vez que 

se ha advertido en forma patente y absolutamente clara de la lectura del escrito de demanda o de los documentos que se 

anexan, de manera que aún en el supuesto de admitirse y sustanciarse el procedimiento no sería posible arribar a una 

convicción diversa, independientemente de los elementos que pudieran allegar las partes. 

Si la causal de improcedencia que se hizo valer en el juicio de origen no es manifiesta e indudable, pues la autoridad 

administrativa se basó en presunciones que tienen relación con el fondo del asunto para arribar a su determinación, las 

cuales no se demostraron, ya que de la exhibición de pruebas y de la participación de las partes en el juicio se acreditaría 

esa circunstancia o, en su caso, se evidenciaría si se llevó a cabo la eliminación incorrecta de la inscripción registral 

demandada, ello permitiría resolver con plena certeza jurídica. En consecuencia, si en la demanda se reclamaron actos 

relacionados con la inscripción de una garantía hipotecaria, independientemente de su origen, tanto las autoridades 

demandadas como los actos impugnados son de naturaleza administrativa, por lo que debe admitirse la demanda. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN LOS 

MOCHIS, SINALOA. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Amparo directo 88/2025 (cuaderno auxiliar 275/2025), del índice del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 

Los Mochis, Sinaloa. 15 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Esper Félix. Secretario: Miguel Ángel 

Regalado Núñez. 

Amparo directo 89/2025 (cuaderno auxiliar 276/2025), del índice del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 

Los Mochis, Sinaloa. 15 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Piña Lugo, secretario de tribunal 

autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Jorge 

Moreno Miramontes. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A LA SALUD. DEBER DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS PRESTADORAS DE SERVICIOS DE SALUD DE 

GESTIONAR LA APLICACIÓN DE FONDOS ECONÓMICOS PARA LA ATENCIÓN DE ENFERMEDADES RARAS QUE GENERAN 

GASTOS CATASTRÓFICOS. 

 

Hechos: Una persona menor de edad, por conducto de su representante, promovió amparo indirecto contra la omisión 

de diversas autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de proporcionarle la atención médica 

especializada y completa para atender su padecimiento de "Síndrome de Morquio" o "Mucopolisacaridosis tipo IV A", 

considerado una enfermedad rara en México. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el juicio respecto de distintas 

autoridades directivas del IMSS por no desvirtuarse la negativa de la omisión reclamada. La quejosa interpuso recurso de 

revisión al considerar que las autoridades responsables sí cuentan con facultades para llevar a cabo los actos para que 

cese la omisión en el abasto de sus medicamentos, así como la realización de procesos de administración, adquisición y 

suministro de recursos materiales para atenderla. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las instituciones públicas que prestan servicios de 

salud deben gestionar responsable y oportunamente la aplicación de fondos económicos para atender los casos de 

enfermedades raras que generan gastos catastróficos. 

Justificación: El Consejo de Salubridad General en México estableció un fondo económico para solventar los gastos 

catastróficos derivados de los tratamientos, medicamentos y demás materiales asociados a enfermedades raras. 

Corresponde a la Comisión Nacional de Protección Social en Salud administrarlo y operarlo. Para cumplir con sus fines se 

constituyó el Fideicomiso del Sistema de Protección Social en Salud, cuyo Comité Técnico emitió las Reglas de Operación, 

en las que estableció las bases, los requisitos y las modalidades para el acceso a sus fondos. En las reglas se incluye un 

catálogo de intervenciones que están cubiertas por el "Fondo de Protección contra Gastos Catastróficos", señaladas en un 

listado independiente del relativo a servicios esenciales de salud y con base en los gastos catastróficos definidos por el 

mencionado Consejo de Salubridad General, de conformidad con el artículo 101 del Reglamento de la Ley General de 

Salud en Materia de Protección Social en Salud. La normativa citada justifica la intervención de las dependencias y 

entidades de la administración pública, tanto federal como local, que presten servicios de salud, en la debida planeación, 

programación, organización, control y administración de los recursos materiales y presupuestarios necesarios para la 

atención de las enfermedades raras y con ello cubrir el apoyo financiero para la atención integral de las intervenciones 

necesarias, que incluyen tratamientos, medicamentos e insumos para diagnósticos asociados a las mismas, que se 

consideren gastos catastróficos que sufran principalmente los beneficiarios del Sistema de Salud en México. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Lo anterior, especialmente tratándose de las autoridades que ejercen facultades sobre presupuesto, planeación, forma 

de distribución de medicamentos y recursos económicos, pues necesariamente implica la obligación de gestionar los 

fondos del fideicomiso establecido para el tratamiento de las enfermedades raras de los derechohabientes, con lo cual se 

garantiza su derecho humano de acceso a la salud. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 217/2023. 19 de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel García Arreguín. 

Secretario: Juan Carlos Ramírez Covarrubias. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A LA SALUD. LAS PERSONAS JUZGADORAS DEBEN GARANTIZAR LA ADECUADA APLICACIÓN DE LOS 

PROTOCOLOS TÉCNICOS, CUANDO SE RECLAMA LA OMISIÓN DE ATENCIÓN MÉDICA DE ENFERMEDADES RARAS. 

 

Hechos: Una persona menor de edad, por conducto de su representante, promovió amparo indirecto contra la omisión 

de diversas autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de proporcionarle la atención médica 

especializada y completa para atender su padecimiento de "Síndrome de Morquio" o "Mucopolisacaridosis tipo IV A", 

considerado una enfermedad rara en México. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el juicio respecto de distintas 

autoridades directivas del IMSS por no desvirtuarse la negativa de la omisión reclamada. La quejosa interpuso recurso de 

revisión al considerar que las autoridades responsables sí cuentan con facultades para llevar a cabo los actos para que 

cese la omisión en el abasto de sus medicamentos, así como la realización de procesos de administración, adquisición y 

suministro de recursos materiales para atenderla. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se reclama la omisión de atención médica de 

enfermedades raras que generan gastos catastróficos, las personas juzgadoras deben garantizar la adecuada aplicación 

de los Protocolos Técnicos para este tipo de enfermedades. 

Justificación: El Consejo de Salubridad General en México define que las enfermedades raras son las reconocidas en el 

país o por organismos internacionales de los cuales el Estado mexicano es Parte, y que tienen una prevalencia de no más 

de cinco personas por cada diez mil habitantes, conforme a lo dispuesto en el artículo 224 Bis de la Ley General de Salud. 

Para su atención, se creó la Comisión para Definir Tratamientos y Medicamentos Asociados a Enfermedades que ocasionan 

Gastos Catastróficos, misma que, conforme a su Reglamento Interior, tiene la función de elaborar los Protocolos Técnicos 

para la atención de dichas enfermedades, con base en los tratamientos, medicamentos y otros materiales asociados 

previamente definidos y sometidos a aprobación del Consejo citado. La importancia de los referidos Protocolos Técnicos 

radica en que contienen los tratamientos, medicamentos y demás materiales asociados a la enfermedad rara relativa, 

resultando de observancia obligatoria para los entes de la administración pública que presten servicios de salud, tanto del 

orden federal como local; por tanto, las personas juzgadoras deben garantizar la adecuada aplicación de dichos protocolos 

cuando se reclama la omisión de atención médica de enfermedades raras. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 217/2023. 19 de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel García Arreguín. 

Secretario: Juan Carlos Ramírez Covarrubias. 
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Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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DERECHOS LABORALES DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS DEL CAMPO. ES IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO CONTRA EL DECRETO DE REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 279 Y 283, FRACCIONES 

IV, VII Y X, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DE 24 DE ENERO DE 2024). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si procede la 

suspensión provisional contra el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 

Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro Social, en materia de derechos laborales de las personas trabajadoras del campo, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de enero de 2024. Mientras que uno consideró que debía negarse 

porque de concederse se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, el otro 

estimó que debía concederse al tenerse por acreditada la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que no procede la suspensión provisional contra los artículos 279 y 283, fracciones IV, VII y X, de la 

Ley Federal del Trabajo, reformados mediante el decreto referido. 

Justificación: El artículo 279 no impone deber u obligación alguna al patrón, por lo que éste no cuenta con interés 

suspensional. Respecto del artículo 283, fracción X, sólo establece una obligación redundante que ya estaba prevista en 

la Constitución General: fomentar la educación entre las personas trabajadoras del campo y sus familiares para erradicar 

el rezago educativo y el analfabetismo. 

En cuanto a las fracciones IV y VII del artículo 283, representan un cúmulo de obligaciones a las personas empleadoras 

que a su vez se traduce en derechos y mayor protección a la seguridad social en favor de las personas trabajadoras del 

campo, para que tengan acceso a una vida digna. 

Conforme al artículo 138 de la Ley de Amparo, para el examen preliminar de la suspensión del acto reclamado debe 

ponderarse si se actualiza la apariencia del buen derecho y si de concederse se afecta el interés social y se contravienen 

disposiciones de orden público. En este caso el resultado del análisis hace improcedente la suspensión, porque su 

concesión restringiría el acceso a los derechos previstos en favor de las personas trabajadoras del campo como mínimos 

vitales, quienes históricamente han tenido desventajas sociales, económicas y culturales. Se trata de personas o grupos 

cuyas condiciones particulares como la pobreza, la marginación, la discriminación, la discapacidad, la edad, el género, el 

origen étnico o la falta de acceso a servicios básicos, les colocan en una situación de desventaja real y les hacen más 

propensos a sufrir violaciones a sus derechos humanos. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO 

Contradicción de criterios 35/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del 

Vigésimo Sexto Circuito. 10 de julio de 2025. Tres votos de los Magistrados Samuel Meraz Lares, Miguel Bonilla López y 

Manuel Bárcena Villanueva. Ponente: Magistrado Samuel Meraz Lares. Secretario: Diego Alexis Morales Gómez. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver la queja 113/2024, y el diverso 

sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver las quejas 124/2024 y 125/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de octubre de 2025, para los efectos previstos en el punto 

octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: Registro digital: 2031313 

Duodécima 

Época 

 Tipo de Tesis: Tipo: Aislada  Publicación: Viernes 3 de 

octubre de 2025 10:13 

horas 

 Tesis: Tesis: I.22o.A.17 

A (11a.) 

 

Instancia: 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Materias(s): 

Administrativa, Común 

  

 

INSPECCIÓN JUDICIAL EN AMPARO INDIRECTO EN MATERIA AMBIENTAL. LA PERSONA JUZGADORA DEBE REALIZAR LOS 

ACTOS NECESARIOS PARA SU DESAHOGO Y PROPICIAR LA PARTICIPACIÓN DE LAS PARTES INTERESADAS 

[INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 8, NUMERAL 3, INCISO E), DEL CONVENIO DE ESCAZÚ]. 

 

Hechos: En amparo indirecto la quejosa reclamó la omisión de vigilar, realizar visitas de inspección, de supervisión, de 

verificación y de preservación, ejecutar acciones de control, tomar medidas precautorias y emitir sanciones por la 

realización de obras de construcción dentro de un Área de Valor Ambiental en detrimento del derecho humano a un medio 

ambiente sano. Ofreció la prueba de inspección judicial. Se admitió y en su desahogo el propietario del inmueble no 

permitió el acceso a la actuaria, por lo que no fue emplazado como tercero perjudicado. El Juzgado de Distrito estimó que 

no se encontraba pendiente algún trámite relativo a las pruebas aportadas por las partes y decidió acordar lo conducente 

hasta la audiencia constitucional. Contra esa resolución se interpuso recurso de queja, al estimarse que se debieron llevar 

a cabo los actos necesarios para lograr el desahogo de la inspección. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en materia medioambiental los órganos 

jurisdiccionales deben aplicar los principios in dubio pro natura, precautorio y de acceso a la justicia ambiental, por lo que 

en el desahogo de la prueba de inspección judicial ofrecida para comprobar el alcance del daño ambiental deben asumir 

una actitud activa e involucrarse en su preparación, propiciando la participación de las partes. 

Justificación: El artículo 8, numeral 3, inciso e), del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 

Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Convenio de Escazú) establece la 

obligación de disponer de las medidas que faciliten la producción de la prueba de daño ambiental, por lo que la autoridad 

judicial debe asumir un rol proactivo, derivado de las dificultades de lograr la demostración de un daño o riesgo 

medioambiental. Esta obligación convencional debe entenderse vinculante para las autoridades de amparo, la cual debe 

cumplirse desde la admisión de la prueba, como lo es la de inspección judicial, pues si es idónea para demostrar la 

degradación ecológica, la autoridad judicial debe llevar a cabo todos los actos necesarios para su correcto desahogo, sin 

esperar hasta la audiencia constitucional para determinar lo conducente, pues ello podría frustrar la materia del juicio, ya 

que la degradación medioambiental presenta características propias como es la de ser difuso, acumulativo, consecutivo, 

de consecuencias permanentes que afectan a la comunidad en su conjunto y eventualmente de difícil reparación en caso 

de no detectarse oportunamente. Por ello, no es viable aplicar las normas del procedimiento de forma estricta a los 

asuntos ambientales, sino que se debe tener en cuenta el interés público superior del medio ambiente y la lógica 

preventiva subyacente del derecho medioambiental. 

VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Queja 148/2025. 12 de junio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: David García Sarubbi. Secretario: Adrián Flores 

Viveros. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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MULTA POR CONDUCIR VEHÍCULOS EN ESTADO DE EBRIEDAD EN EL MUNICIPIO DE HERMOSILLO, SONORA. SU 

INDIVIDUALIZACIÓN CORRESPONDE A LOS JUZGADOS CALIFICADORES, NO A LOS AGENTES DE TRÁNSITO MUNICIPAL. 

 

Hechos: Una persona reclamó en amparo indirecto la boleta de infracción levantada en su contra por conducir un vehículo 

de motor en estado de ebriedad. El Juzgado de Distrito concedió la protección constitucional porque si bien el agente de 

tránsito precisó el parámetro de cuantificación de la multa, no fijó su monto ni el razonamiento aplicado para determinar 

su quántum, a fin de individualizar la sanción. Contra esa resolución la autoridad de tránsito responsable interpuso recurso 

de revisión. Argumentó que la procedencia, aplicación e individualización del monto de la infracción es facultad del Juez 

Calificador. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la individualización de las multas de tránsito por 

conducir vehículos en estado de ebriedad en el Municipio de Hermosillo, Sonora, corresponde a los Juzgados Calificadores, 

no a los agentes de tránsito. 

Justificación: Del análisis de los artículos 222, fracción I y último párrafo; 223, fracciones VII y VIII, inciso a), 225 Bis, fracción 

I y 232, inciso a), de la Ley de Tránsito para el Estado de Sonora; 2 Bis, fracciones II y III; 2 Bis 1, fracción I; 59, fracciones V 

y VI, inciso c) y 60 del Reglamento de Tránsito Municipal de Hermosillo; y 3, fracciones V y XV; 14, incisos c), fracciones IV 

y XI; d), fracción II y g), fracciones II y V; 80; título séptimo, sección cuarta, capítulo segundo (artículos 145 y 146) y 147, 

fracción II, 149, 153, 154, 156 y 157 (capítulo primero del título octavo) del Bando de Policía y Gobierno para el Municipio 

de Hermosillo, vigentes en 2023, deriva que en caso de infracciones por conducir un vehículo de motor en estado de 

ebriedad, conforme al procedimiento de Justicia de Barandilla y a las competencias establecidas en la normatividad 

vigente en Hermosillo, Sonora, en la fecha de emisión de la boleta de infracción cuestionada, aunque el agente de tránsito 

municipal está normativamente facultado para imponer la sanción de multa y para referir los parámetros mínimo y 

máximo de la misma, acorde a lo establecido en la ley, únicamente el Juez calificador en turno era el competente para 

establecer el quántum o individualizar la multa. En ese contexto, debe distinguirse la facultad de imponer la sanción de 

multa, de la diversa de su individualización. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 232/2024. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Javier Sánchez Martínez. 

Secretario: Alan Eduardo Rivera Naranjo. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE SEGURIDAD SOCIAL. DEBE SUSTANCIARSE PARA RESOLVER LAS DEMANDAS EN LAS QUE 

LOS TRABAJADORES DE CONFIANZA DE PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS RECLAMEN EL PAGO 

DE LA INDEMNIZACIÓN POR RIESGO DE TRABAJO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 66, INCISO H), DEL REGLAMENTO DE 

TRABAJO RELATIVO, INCLUSO CUANDO EXIJAN EL PAGO DE DIVERSAS PRESTACIONES ACCESORIAS, 

INDEPENDIENTEMENTE DE SU MONTO. 

 

Hechos: Diversos trabajadores de confianza de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios, reclamaron el pago de la 

indemnización por riesgo de trabajo prevista en el artículo 66, inciso h), del reglamento de trabajo relativo, y la autoridad 

laboral responsable omitió tramitar los juicios laborales mediante el procedimiento especial de seguridad social. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el reclamo de los trabajadores de confianza de 

Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios en el que demanden el pago de la indemnización por riesgo de trabajo 

prevista en el artículo 66, inciso h), del reglamento de trabajo relativo, incluso cuando exijan el pago de diversas 

prestaciones accesorias, independientemente de su monto, debe sustanciarse a través del procedimiento especial de 

seguridad social.  

Justificación: Conforme al artículo 892 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, los procedimientos especiales son sumarios y tienen por objeto 

resolver los conflictos que requieren una mayor celeridad, por lo que las prestaciones de seguridad social previstas tanto 

en la Ley Federal del Trabajo, como en la Ley del Seguro Social, tratándose de los trabajadores al servicio de Petróleos 

Mexicanos y Organismos Subsidiarios, se cubren directamente por las empresas patronales, en términos del contrato 

colectivo de trabajo y de su respectivo reglamento del personal de confianza, como sucede cuando se demanda el pago 

de indemnizaciones derivadas de un riesgo de trabajo, que produce algún padecimiento del orden profesional, las cuales 

deben ser objeto de reclamo mediante la sustanciación del procedimiento especial de seguridad social (regulado en los 

artículos 892 a 899-A de la ley federal citada). Esto es, el trámite del pago de la indemnización prevista en el mencionado 

artículo 66, inciso h), al versar sobre un reclamo de seguridad social, debe sustanciarse a través del procedimiento especial 

referido, aun cuando, además, se demande el cobro de diversas prestaciones económicas, independientemente de su 

monto, pues ello no se ubica en la hipótesis de la parte final del referido artículo 892, que establece que a través de esa 

instancia se tramitarán todos los conflictos que tengan por objeto el cobro de prestaciones que no excedan el importe de 

tres meses de salario, ya que este supuesto de excepción (cuyo monto de las prestaciones no exceda de tres meses de 

salario), precedido de la conjunción copulativa "y", debe interpretarse en el sentido de que el procedimiento especial 

debe seguirse también cuando se reclamen únicamente prestaciones que no excedan a ese importe; circunstancia distinta 
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a las establecidas en la primera parte del citado precepto, de manera que si se demanda la indemnización consistente en 

1620 días de salario ordinario, como consecuencia de un riesgo de trabajo y el pago de otras prestaciones económicas 

accesorias, independientemente de su monto (que no deben entenderse como autónomas), el procedimiento a seguirse 

para exigir su pago es el especial. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 666/2018. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: 

Ismael Martínez Reyes. 

Amparo directo 877/2018. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: 

Juan Manuel Jiménez Jiménez. 

Amparo directo 32/2019. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: 

Ismael Martínez Reyes. 

Amparo directo 1250/2018. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. 

Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

Amparo directo 51/2022. 20 de abril de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: 

Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de octubre de 2025, para los efectos previstos en el punto 

octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CON EFECTOS RESTITUTORIOS CONTRA LA EXIGENCIA 

DE GENERAR CITA ELECTRÓNICA PREVIA EN EL PORTAL DE INTERNET DEL PODER JUDICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

PARA PRESENTAR DEMANDAS O PROMOCIONES EN FORMATO ESCRITO Y CON FIRMA AUTÓGRAFA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si procede la 

suspensión provisional contra la implementación, operación, aplicación y gestión del sistema de citas por Internet para la 

Oficialía de Partes Común del Poder Judicial de la Ciudad de México, que exige como requisito para presentar demandas 

y promociones en formato físico y con firma autógrafa, cita electrónica previa generada desde la ventanilla autorizada en 

el Portal de Internet del Poder Judicial local. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que procede la suspensión provisional con efectos restitutorios para que se reciban escritos de 

demanda y promociones de manera física en la Oficialía de Partes del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 

sin el requisito de cita previa generada desde la ventanilla autorizada en el Portal de Internet del Poder Judicial local. 

Justificación: La concesión de la medida cautelar no agota la materia del juicio, considerando que tiene un carácter 

temporal. Tampoco se dan efectos constitutivos de derechos, pues toda persona cuenta con el derecho de acceso a la 

jurisdicción reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De concederse la 

suspensión con el efecto referido, pero negarse la protección en el fondo del asunto, al tener una naturaleza transitoria 

sería factible que el solicitante del amparo volviera a presentar cualquier demanda o promoción bajo el esquema 

controvertido, lo que pone de relieve que el efecto de la suspensión podría retrotraerse sin obstáculo. 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 

DE MÉXICO 

Contradicción de criterios 179/2024. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Vigésimo Segundo, Décimo 

Noveno y Cuarto, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de febrero de 2025. Tres votos de las 

Magistradas Silvia Cerón Fernández y Guillermina Coutiño Mata, y del Magistrado Marco Antonio Rodríguez Barajas. 

Ponente: Magistrado Marco Antonio Rodríguez Barajas. Secretaria: Alba Silvia Pérez Bribiesca. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El sustentado por el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 

queja 216/2024, el sustentado por el Décimo Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
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resolver la queja 277/2024, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver la queja 311/2024. 

Esta tesis se publicó el viernes 3 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 

ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de octubre de 2025, para los efectos previstos en el punto 

octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.). 
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TRABAJADORES DE CONFIANZA "B" DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS). PARA CUBRIR SUS 

VACANTES DE MANERA DEFINITIVA DEBE AGOTARSE EL SISTEMA DE CONVOCATORIAS PREVISTO EN EL REGLAMENTO 

PARA LA CALIFICACIÓN Y SELECCIÓN DE PUESTOS DE CONFIANZA "B". 

 

Hechos: En un juicio laboral, un trabajador que cubrió de manera interina un puesto de confianza "B" del Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS), aplicando por analogía la cláusula 17 del contrato colectivo de trabajo, demandó su 

derecho para ocuparlo definitivamente al haberlo ostentado de manera ininterrumpida y continua por más de seis meses. 

El Juez laboral desestimó la acción al considerar que no demostró la existencia de la convocatoria a que se refiere el 

Reglamento para la Calificación y Selección de Puestos de Confianza "B" y que la referida cláusula no debe aplicarse de 

manera análoga, sino que es de interpretación estricta. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si un trabajador del IMSS considera que le corresponde 

el derecho a ocupar de manera definitiva un puesto de confianza "B", deberá acreditar que se agotó el sistema de 

convocatorias previsto en el Reglamento para la Calificación y Selección de Puestos de Confianza "B". 

Justificación: La cláusula 11 del contrato colectivo de trabajo establece que los trabajadores de confianza "B" serán 

designados por el IMSS en los términos del Reglamento para la Calificación y Selección de Puestos de Confianza "B", 

seleccionándolos entre el personal de base y de confianza "B", con una antigüedad mínima de tres años. 

Por otro lado, de los artículos 1 y 5 a 14 del Reglamento para la Calificación y Selección de Puestos de Confianza "B", se 

colige que tienen por objetivo regular los lineamientos de selección y ocupación de puestos de confianza "B", a través de 

un sistema de convocatorias, siendo que, un empleado interino detentará la plaza mientras no se designe mediante 

convocatoria al trabajador que la ocupará definitivamente. 

De la interpretación sistemática de las cláusulas 16 y 17 del contrato colectivo de trabajo, se deduce que los trabajadores 

que cubran otro puesto de base de forma ininterrumpida durante más de seis meses automáticamente lo ocuparán de 

manera definitiva. 

Consecuentemente, cuando por más de seis meses un trabajador ha cubierto de manera interina, ininterrumpida y 

continua el puesto de confianza "B", esa sola circunstancia no genera el derecho a ocuparlo de forma definitiva conforme 

a la cláusula 17, ya que esa disposición debe aplicarse sólo a los puestos de base disponibles y no a los de confianza "B", 

cuyas vacantes se designan a través del sistema de convocatorias previsto en el Reglamento para la Calificación y Selección 

de Puestos de Confianza "B". 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 1059/2023. 5 de junio de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretario: 

Marcelo Cabrera Hernández. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2025 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

 


